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Asignar la categoría de ilegalidad a un territorio tiene incidencia en la profundización de 
la desigualdad en la producción de los espacios urbanos. La presente investigación ana-
liza las consecuencias de la categoría jurídica de ilegalidad en la producción del espacio 
urbano del río Las Ceibas en Neiva (Huila), a través de la comparación de un asenta-
miento ilegal (Bajo Tenerife) y un barrio legalizado (José Eustasio Rivera). El estudio se 
realizó con un enfoque cualitativo, adoptando como estrategia metodológica el estudio 
de caso. La investigación permitirá aportar al debate en la forma de concebir e intervenir 
los espacios urbanos, a través de políticas públicas inclusivas que superen la dicotomía de 
legalidad e ilegalidad urbana para motivar la actuación del Estado. 

ilegalidad, río, asentamiento, barrio, producción espacial
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Urban Illegality and Production of Space  
on the Edge of the Las Ceibas River in the City of Neiva (Huila)

Assigning the category of illegality to a territory has an impact on the deepening of in-
equality in the production of urban spaces. This research analyzes the consequences of 
the legal category of illegality in the production of the urban space of the Las Ceibas river 
in Neiva (Huila), through the comparison of an illegal settlement (Bajo Tenerife) and a 
legalized neighborhood (José Eustasio Rivera). The study was conducted with a quali-
tative approach, adopting the case study as a methodological strategy. The research will 
contribute to the debate on how to conceive and intervene urban spaces, through inclu-
sive public policies that overcome the dichotomy of urban legality and illegality to mo-
tivate state action. 

illegality, river, settlement, neighborhood, spatial production

Ilegalidade urbana e produção do espaço  
à beira do rio Las Ceibas na cidade de Neiva (Huila)

Atribuir a categoria de ilegalidade a um território tem incidência no aprofundamento 
da desigualdade na produção dos espaços urbanos. A presente pesquisa analisa as conse-
quências da categoria jurídica de ilegalidade na produção do espaço urbano do rio Las 
Ceibas em Neiva (Huila), através da comparação de um assentamento ilegal (Bajo Te-
nerife) e um bairro legalizado (José Eustasio Rivera). O estudo foi realizado com abor-
dagem qualitativa, adotando o estudo de caso como estratégia metodológica. A pesquisa 
contribuirá para o debate sobre a forma de conceber e intervir nos espaços urbanos, por 
meio de políticas públicas inclusivas que superem a dicotomia entre legalidade e ilegali-
dade urbana para motivar a ação do Estado. 

ilegalidade, rio, assentamento, bairro, produção espacial
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3

En los espacios urbanos ubicados en los márgenes 
del río Las Ceibas en Neiva (Huila), se identifi-
can formas diferenciadas de producción del espa-
cio urbano. Aunque los barrios y asentamientos 
comparten la frontera del río, así como su origen 
informal o popular, e inclusive la proximidad de 
sus espacios urbanos, estos tienen formas particu-
lares de concebir, significar y vivir sus espacios. 
Los barrios considerados legales desde el ordena-
miento territorial tienen un acceso a garantías de 
derechos de propiedad, servicios públicos domi-
ciliarios y mejoramiento urbano; mientras que 
los asentamientos considerados ilegales desde la 
misma perspectiva urbanística, no tienen un ac-
ceso formal a las mismas garantías y servicios. 
Estas desigualdades en el acceso a derechos y ser-
vicios, por la categoría de ilegalidad del espacio, 
generan unas formas diferenciadas de producir 
barrios y asentamientos en las ciudades. 

La categoría de ilegalidad tiene incidencia en la 
producción de espacios urbanos, tanto desde las 
actuaciones del Estado como en la historia y la 
cotidianidad de los habitantes. Hablar de la pro-
ducción del espacio implica considerarlo como 
un producto social, histórico y político, y no sim-
plemente como una mera realidad física, ni como 
reflejo donde se inscriben los hechos sociales (Ca-
passo, 2017). Lefebvre considera que se generan 
cuatro consecuencias al afirmar que el espacio es 
socialmente producido: (i) que el espacio natural 
está desapareciendo, (ii) que cada sociedad pro-
duce su propio espacio, (iii) que el conocimiento 
del espacio debe fundamentarse en su proceso de 
producción, y finalmente, (iv) que la producción 
del espacio nos sitúa en el terreno de la historia 
(Unwin y García, 1995). De tal modo, es posible 

entender la producción del espacio desde las re-
presentaciones (el espacio de los planificadores), 
los espacios de representación (el espacio imagi-
nado y simbólico) y las prácticas espaciales (la co-
tidianidad en el espacio), a partir de la triada del 
espacio propuesta por Henry Lefebvre. 

En el margen del río Las Ceibas, desde la década 
de 1940 se han ubicado diversos asentamientos 
que se han desarrollado informalmente, incluso 
algunos han sido legalizados con los años. En este 
marco de ocupaciones informales en el río se es-
cogen dos espacios urbanos, uno legalizado (ba-
rrio José Eustasio Rivera) y otro que permanece 
en condición de ilegalidad (asentamiento Bajo 
Tenerife), a fin de estudiar las consecuencias de 
la categoría de ilegalidad en la producción del es-
pacio urbano, con el propósito de entender cómo 
se conciben, se significan y se viven estos espacios 
urbanos en las ciudades colombianas intermedias. 

La presente investigación tiene como pregunta 
central: ¿Cuáles son las consecuencias derivadas 
de la asignación de la categoría de ilegalidad en 
la producción del espacio urbano en los asenta-
mientos ubicados en el margen de río Las Cei-
bas? Para ello se pretende: (i) analizar la forma 
en que son asignadas las categorías de legalidad e 
ilegalidad por parte del Estado, así como la ma-
nera en que son entendidas y apropiadas tales ca-
tegorías por los habitantes de los territorios; (ii) 
identificar los planes, programas y proyectos de 
la Alcaldía de Neiva para los barrios (legales) y 
los asentamientos (ilegales) ubicados en la mar-
gen del río; (iii) interpretar las diferentes percep-
ciones, simbologías y emociones respecto del río 
Las Ceibas por parte de los habitantes de los dos 

Introducción
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lugares, derivadas de la condición de legalidad e 
ilegalidad asignada a cada territorio; y (iv) com-
prender la materialidad socioespacial producto 
de las categorías de legalidad o ilegalidad de los 
barrios y asentamientos, respectivamente, en las 
prácticas espaciales de los habitantes. 

Marco teórico 

La categoría de ilegalidad urbana se distingue del 
concepto de informalidad urbana, en la medida 
en que esta última representa un concepto am-
plio que involucra variables económicas, políti-
cas, ideológicas y culturales (Torres, 2009), y se 
evidencia en las limitaciones de acceso al suelo ur-
bano y la autoconstrucción de vivienda (Jaramillo, 
2012). La informalidad urbana implica un patrón 
de vida en la ciudad, caracterizado por carencias 
de bienes urbanos como causa de un acceso ilegal 
en la ocupación. Por lo tanto, el concepto de in-
formalidad está íntimamente ligado al concepto 
de ilegalidad, la cual es una noción que surge en 
el derecho y en la cultura jurídica. Parra (2013) 
expresa que lo informal es aquello que no cumple 
con los requisitos para ejecutar algo, conforme a 
un código legal, y entiende lo ilegal como aque-
llo que incumple lo prescrito por la ley. Además, 
esta autora expresa cómo socialmente lo informal 
predomina sobre lo ilegal, debido a que la pers-
pectiva informal es considerada menos grave que 
la ilegal. Por su parte, Calderón (1995, citado por 
Canestraro, 2013) asocia lo informal con aquellos 
actores a quienes se les ha vedado la protección y 
con el desarrollo de actividades que generan in-
gresos económicos por fuera de la órbita estatal, 
y lo ilegal con la acción realizada por un actor in-
mobiliario que vulnera las normas jurídicas exis-
tentes. La ilegalidad es así una categoría asociada 
a la producción de vivienda por los pobres, mien-
tras que, por otra parte, quienes no son pobres 
no siempre producen su espacio habitacional de 
forma legal y regular, por lo cual les es aplicable 
más el concepto de irregularidad, el cual es con-
siderado de menor importancia frente a la ilega-
lidad (Rolnik, 1997). 

Más aún, la diferencia entre lo irregular y lo ilegal 
no existe taxativamente, sino que esta distinción 
obedece más bien a la gravedad de la ocupación. 
La ilegalidad es definida desde fuera, principal-
mente por el Estado, siendo una categoría que 
corresponde más a las acciones humanas que al 
atributo de un asentamiento popular (Azuela, 
1993). En la lógica dominante, la norma repre-
senta los intereses de los contingentes sociales 
que las crean, y en esta concepción lo informal, 
como aquello que está por fuera de la norma, 
solamente será válido si se somete a los procedi-
mientos legales (Torres, 2009). 

En la literatura de ilegalidad en espacios urba-
nos, Fernandes (2005) expresa cómo el proceso 
de producción de la ley es el mismo proceso de 
producción de lo ilegal, lo que quiere decir que 
la producción de la legalidad es un factor decisivo 
de la ilegalidad. La ilegalidad no solo se funda-
menta en la combinación entre políticas clien-
telistas y mercados de tierra especulativos, sino 
también en el propio orden jurídico, que privi-
legia una “visión individualista y excluyente de 
los derechos de propiedad inmobiliaria urbana, 
y la forma elitista de organización del sistema 
jurídico y del propio sistema de planeación ur-
bana” (Fernandes, 2005, p. 23). Por otra parte, 
Rincón (2005) señala cómo las relaciones entre 
el Estado, la sociedad y las formas de desarrollo 
urbano expresan una delimitación no muy clara 
de lo legal y lo ilegal, debido a la presentación 
de “acciones legítimas e ilegales, acciones legales, 
pero no legítimas y acciones ilegales, legitimadas 
socialmente” (p. 41). Por lo tanto, se identifican 
tres tipos de regulación: “la normativa estatal ex-
pedida y aplicada por la institucionalidad legal 
estatal; la normativa tácita-social, desarrollada, 
fundamentalmente, por prácticas regulatorias 
socio-espaciales y la normativa para-estatal, im-
puesta por los diversos grupos armados” (p. 46). 
Esto sucede debido a que existen prácticas nor-
mativas de hecho, en las que no solo el derecho 
urbano regula el suelo, sino que se presentan di-
versas formas de interacción y construcción en 
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el territorio urbano, como producto y produc-
ción de diversas realidades normativas.

La legalidad se fundamenta en el ejercicio del 
poder en coherencia con las leyes existentes, y 
por lo tanto la ilegalidad se evidencia en la ac-
tuación del Estado y de los particulares por fuera 
del marco legislativo existente (Martínez-Sicluna 
y Sepúlveda, 1991). La distinción entre la ilegali-
dad, como una categoría de la disciplina jurídica, 
y la informalidad urbana, como un concepto de 
las ciencias sociales, conlleva a entender que esta 
última se asocia con factores complejos (políticos, 
sociales, económicos y culturales), que excluyen 
a los habitantes de una ciudad de la posibilidad 
de disfrutar del pleno de servicios básicos que la 
misma ofrece; por su parte, la ilegalidad urbana 
implica una vulneración de la normatividad ur-
banística y de ordenamiento territorial en el pro-
ceso de producción de un espacio urbano.

La ilegalidad urbana, entendida como la simple 
vulneración de la normatividad urbanística, des-
conoce los significados que otros actores otor-
gan a esta categoría jurídica. Por lo tanto, como 
elemento fundamental de esta investigación, se 
analizarán las categorías de ilegalidad planteadas 
por el Estado, los funcionarios públicos y los ha-
bitantes del espacio, permitiendo contrastar esas 
formas de entender y comprender la ilegalidad 
en espacios urbanos.

En relación a ello, Lefebvre construye una hipóte-
sis para expresar que la crisis de la realidad urbana 
es el problema más relevante de la modernidad, 
precisamente a través del concepto de revolución 
urbana, el cual logra aglutinar claramente esta 
noción de relevancia de lo urbano, más aún si se 
lo entiende como la última fase de un proceso 
histórico resultado de un modelo secuencial dia-
léctico, en el que la sociedad ha pasado sucesiva-
mente de un arquetipo agrario a uno industrial, 
y finalmente a uno civil (Castells, 1979). En este 
contexto de relevancia de lo urbano, la noción de 
espacio socialmente producido se convierte en el 

enfoque teórico que permitirá comprender y ex-
plicar los fenómenos ciudadanos. 

El espacio puede conceptualizarse como una rea-
lidad socialmente construida, donde interviene 
lo natural, la obra humana, las ideas respecto 
de las cosas y las formas en que se viven estas 
(Salcedo, 2007). A este respecto, Doreen Mas-
sey (2012) indica que el espacio es un producto 
social, que tiene sus propios efectos y es impreg-
nado por el poder social. Por otra parte, Capasso 
(2017) considera el espacio como: (i) producto 
de interrelaciones, (ii) esfera de multiplicidades, 
(iii) ámbito que está siempre en construcción, 
(iv) algo que influye en la forma en que se desa-
rrollan las sociedades, y vi) realidad que está im-
pregnada por el poder social. Estas concepciones 
complejas del espacio son las que permiten en la 
geografía humana considerarlo como una cons-
trucción social (Unwin y García, 1995); por lo 
tanto, siendo el espacio un elemento social, ade-
más de mental y físico (Capasso, 2017), resulta 
necesario comprender la manera de clasificar esta 
comprensión desde múltiples dimensiones. Preci-
samente, Henri Lefebvre brinda una tríada con-
ceptual de la producción social del espacio para 
cumplir con este objetivo, tríada compuesta por 
las representaciones del espacio, los espacios de 
representación y las prácticas espaciales.

Las representaciones del espacio consideran su 
dimensión inmaterial (Sánchez, 2019), o tam-
bién su conceptualización desde áreas como las 
ciencias, la planificación urbana y el urbanismo 
de los tecnócratas e ingenieros sociales (Lefebvre, 
1991). Por lo tanto, estas concepciones normal-
mente suelen “representarse en forma de mapas, 
planos técnicos, memorias, discursos” (Baringo, 
2013, p. 124). Las representaciones del espacio 
pueden asociarse a instrumentos como los planes 
de ordenamiento territorial, los proyectos urba-
nísticos, las licencias urbanísticas, e inclusive la 
misma norma jurídica que proyecta un determi-
nado tipo de ciudad. 
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Los espacios de representación constituyen la 
dimensión simbólica del espacio, son la signifi-
cación que se le da al espacio (Sánchez, 2019). 
Lefebvre (2013) expresa que los espacios de re-
presentación involucran “simbolismos comple-
jos ligados al lado clandestino y subterráneo de 
la vida social” (p. 92). En este escenario, los ha-
bitantes experimentan directamente unos sím-
bolos y unas imágenes propias frente al espacio 
que ocupan (Baringo, 2013), entendidas como 
las imágenes y los imaginarios que se constru-
yen sobre el espacio (Capasso, 2017). Los espa-
cios de representación pueden identificarse en los 
significados que los habitantes otorgan a ciertos 
elementos naturales o artificiales que ocupan el 
espacio, los cuales pueden ser objeto de evoca-
ciones, recuerdos, percepciones, que convierten 
a estos elementos en símbolos e imágenes comu-
nes para los habitantes. 

Por último, las prácticas espaciales vienen dadas 
por la dimensión material de la actividad e inte-
racción social en el espacio (Sánchez, 2019). En 
tal sentido, Lefebvre (2013) expresa que la prác-
tica espacial “engloba producción y reproducción, 
lugares específicos y conjuntos espaciales propios 
de cada formación social” (p. 92). Esta se identi-
fica en la materialidad de las necesidades cotidia-
nas y los conocimientos acumulados en el espacio 
construido (Baringo, 2013), y se considera como 
el espacio estructurado por la realidad diaria y la 
realidad urbana, es decir, por la forma como los 
sujetos individuales o colectivos otorgan valor a 
un espacio (Herrera, 2017). En las prácticas es-
paciales, el ser humano se desarrolla socialmente 
en un tiempo y un lugar, y por ello, se identifi-
can determinadas formas de generar usar y per-
cibir el espacio (Capasso, 2017). 

Metodología

Se adoptó como estrategia metodológica el estu-
dio de caso, entendido como una “investigación 
empírica que estudia un fenómeno contemporá-
neo dentro de su contexto de la vida real” (Castro, 

2010, p. 36). Por otra parte, el enfoque investi-
gativo fue de tipo cualitativo, e implicó la rea-
lización de “estudios de caso descriptivos con 
conclusiones casuísticas no generalizables basa-
das en juicios e inferencias personales que parten 
de la comprensión e interpretación de eventos 
sociales complejos” (Salas, 2011, p. 4). Las téc-
nicas de recolección seleccionadas fueron de in-
vestigación documental, a través de las cuales se 
compilaron normas jurídicas del sector vivienda 
y documentos oficiales de la Alcaldía de Neiva. 
Se realizaron, además, trece entrevistas semies-
tructuradas a algunos funcionarios de la Alcaldía, 
así como a habitantes del asentamiento Bajo Te-
nerife y del barrio José Eustasio Rivera, entre di-
ciembre de 2019 y enero de 2020. En la Alcaldía 
de Neiva se entrevistaron dos funcionarios de la 
Secretaría de Planeación y Ordenamiento; en el 
asentamiento Bajo Tenerife, se entrevistaron seis 
habitantes (tres hombres y tres mujeres), mien-
tras que en el barrio José Eustasio Rivera se en-
trevistaron cinco habitantes, todas mujeres. En 
todos estos ejercicios se abordaron las categorías 
de ilegalidad, los símbolos y significados respecto 
del río Las Ceibas y las prácticas cotidianas en el 
barrio y el asentamiento.

Resultados

El espacio urbano en el borde del río Las 
Ceibas: el barrio José Eustasio Rivera y el 
asentamiento Bajo Tenerife

La ciudad de Neiva, capital del departamento del 
Huila, está ubicada en el margen oriental del río 
Magdalena. Su territorio urbano está divido po-
lítico-administrativamente en 10 comunas con 
117 barrios, 183 unidades inmobiliarias cerradas 
y 68 asentamientos informales, como se puede 
ver en la figura 1, (Alcaldía de Neiva, 2015). El 
río Las Ceibas es la principal fuente hídrica de 
la ciudad y recorre 28,62 km en las comunas 1, 
2, 3, 5 y 10 (parte baja del río) (CAM, 2006), 
y en su margen urbana limita con barrios, con-
dominios y los asentamientos informales Bajo 
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Tenerife, sector Las Delicias, Las Ceibitas y La 
Estrella en la comuna tres de la ciudad (Alcaldía 
de Neiva, 2015). 

Las ocupaciones urbanas ubicadas al margen 
del río han padecido históricamente de cons-
tantes inundaciones, como consecuencia de las 
crecientes. Entre 1970 y el 2006 se registraron 
aproximadamente veinticinco episodios de inun-
daciones, en los cuales los barrios y asentamien-
tos informales más afectados fueron Tenerife, 
Bajo Tenerife, José Eustasio Rivera, Cámbulos, 
Álvaro Sánchez Silva, Plazas Alcid, Aeropuerto, 
Las Delicias y Rodrigo Lara Bonilla, entre otros 
(CAM, 2006). Además de afectar la infraestruc-
tura habitacional, las crecientes del río han ge-
nerado que el acueducto municipal quede fuera 
de funcionamiento temporalmente en repetidas 
ocasiones, en razón a los altos aportes de sedi-
mentos en las aguas fluviales. 

El primer asentamiento que se ubicó a orillas del 
río fue el barrio Aeropuerto, a finales de la dé-
cada de 1940, entre el sector de la carrera 16 y 
la carrera 2, el cual surgió de la ocupación reali-
zada por los trabajadores de menos recursos eco-
nómicos que construyeron el terminal aéreo en 
la ciudad. Posteriormente, en la década del se-
senta, con el surgimiento del “boom arrocero”, 
habitantes del barrio José Eustasio Rivera empe-
zaron a cultivar arroz en sus parcelas, lo que ge-
neró el establecimiento del molino Ceibas. Estas 
actividades del molino derivaron en la generación 
de empleo en la ciudad, en actividades como la 
quema de cascarilla de arroz, permitiendo el na-
cimiento de nuevos campamentos en la zona, al 
margen del río, que dieron origen al barrio Las 
Delicias (Alcaldía de Neiva, 2003). 

En el 2001, la Alcaldía Municipal de Neiva pre-
sentó a la ciudad el macroproyecto Parque Ronda 

Figura 1. Mapa de comunas y ríos de la ciudad de Neiva 
Fuente: elaboración propia
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Río Las Ceibas, el cual tuvo como objetivo la re-
cuperación del río desde su nacimiento hasta su 
desembocadura, por medio de actividades con-
sistentes en compra de predios, expropiación de 
inmuebles, realización de obras de control y mi-
tigación, reubicación de viviendas en alto riesgo, 
desalojos y restitución del espacio público, con 
recursos del orden nacional y municipal (Alcal-
día de Neiva, 2011). Las obras de canalización 
iniciaron en el 2011, proyectadas desde la des-
embocadura del río en el Magdalena hasta la ca-
rrera 16, en las inmediaciones del barrio Tenerife. 
No obstante, en la actualidad se ha realizado solo 
una canalización parcial hasta la carrera séptima. 
Precisamente, en el barrio José Eustasio Rivera 
no han culminado estas obras, mientras que el 
asentamiento Bajo Tenerife aún no ha sido in-
tervenido (figura 2). 

El barrio José Eustasio Rivera surgió aproxima-
damente en la década del sesenta, principalmente 

motivado por los cultivos de arroz establecidos 
en parcelas al margen del río (Alcaldía de Neiva, 
2003), en tanto que los orígenes del asentamiento 
Bajo Tenerife se produjeron cuarenta años des-
pués, en el 2000, en las inmediaciones del ba-
rrio Tenerife, con el arribo de población de otros 
sectores de la ciudad y del municipio de Colom-
bia (Huila)1. El barrio José Eustasio Rivera y el 
asentamiento Bajo Tenerife comparten su ubica-
ción en las orillas del río Las Ceibas, además de 
ser limítrofes entre ellos. Los dos espacios tienen 
orígenes sociales y urbanos similares, pues, por 
una parte, la producción del espacio se realizó a 
través de un proceso de invasión, y a su vez, su 
población se caracterizó precisamente por ocupar 
la ronda del río, en razón a los servicios ambien-
tales y de uso doméstico que este proporciona.

El origen social y la ubicación de ambos espacios 
urbanos son elementos en común, a diferencia de 
la condición de legalidad en la ocupación frente 

Figura 2. Barrio José Eustasio Rivera y Asentamiento Bajo Tenerife 
Fuente: elaboración propia
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al ordenamiento jurídico. El barrio José Eusta-
sio Rivera empezó con un proceso de invasión 
que posteriormente conllevó la legalización ur-
banística del suelo, mientras que, por otra parte, 
el asentamiento Bajo Tenerife también inició con 
un proceso de invasión, pero su legalización ur-
banística, está restringida debido a que ocupa la 
ronda hídrica del río, es decir un suelo de pro-
tección, que prohíbe la posibilidad de adelantar 
el proceso de legalización urbanística en los tér-
minos del Decreto 1077 de 2015. 

La categoría de ilegalidad urbana desde  
el Estado y los habitantes

La normatividad jurídica sobre planificación ur-
bana es la expresión más concreta para analizar las 
representaciones del espacio por parte del Estado. 
El espacio conceptualizado que crea la norma ju-
rídica se traduce en políticas, planes, proyectos y 
licencias urbanísticas, creando un marco institu-
cional de acciones administrativas que incide en 
los significados y las prácticas espaciales, es de-
cir, en el paisaje urbano. 

El Decreto 1077 de 2015 se creó con el objetivo 
de compilar las normas reglamentarias del sec-
tor de vivienda, ciudad y territorio, y dentro del 
mismo se pueden destacar cuatro aspectos en los 
que se manifiesta la categoría de ilegalidad estatal 
en espacios urbanos: los subsidios de vivienda, las 
licencias urbanísticas, la legalización urbanística 
de asentamientos y los servicios públicos domi-
ciliarios de acueducto y alcantarillado.

Los subsidios de construcción en sitio propio y 
de mejoramiento de vivienda, y el programa “casa 
digna, vida digna”, pueden aplicarse en barrios 
susceptibles de ser legalizados, es decir que se ex-
cluye la posibilidad de aplicarlos en asentamien-
tos ilegales. Esta condición también se atribuye 
para los subsidios de vivienda usada para la po-
blación desplazada, los cuales no aplican en área 
rurales o urbanas no legalizadas. Por otra parte, el 
subsidio familiar de vivienda para la habilitación 

legal de títulos, el cual es una herramienta fun-
damental para acceder al derecho de propiedad 
del inmueble, tiene como requisito que la vi-
vienda esté ubicada en un asentamiento legali-
zado urbanísticamente. 

Las licencias urbanísticas son entendidas como 
autorizaciones para poder desarrollar una urba-
nización, construcción, parcelación o loteo, con-
forme lo establezca el plan de ordenamiento, los 
instrumentos de planificación y las normas urba-
nísticas del municipio o distrito (Solarte, 2017). 
La licencia urbanística es un acto administrativo 
proferido por el Estado, a través de las alcaldías o 
los curadores urbanos, como un acto de materiali-
zación de la legalidad para la producción material 
del espacio planificado en las ciudades, debido a 
que se otorga de acuerdo con la normatividad lo-
cal del ordenamiento territorial. En este aspecto, 
es preciso destacar que las licencias de construc-
ción en reforzamiento estructural, es decir, las 
que buscan acondicionar los niveles adecuados 
de seguridad sismo resistente de los inmuebles, 
se pueden otorgar previamente al cumplimiento 
de las normas urbanísticas vigentes, los actos de 
legalización y/o el reconocimiento de edificacio-
nes construidas sin licencia urbanística.

La legalización urbanística de asentamientos hu-
manos es el aspecto central de la categoría de 
ilegalidad estatal en el Decreto 1077 de 2015, 
entendido como un proceso por medio del cual 
el Estado, a través de las administraciones mu-
nicipales o distritales, reconoce la existencia de 
asentamientos humanos por condiciones de pre-
cariedad y origen informal, y conformados por 
viviendas de interés social que se han constituido 
sin licencias de construcción. En la resolución de 
legalización urbanística se expresan los siguien-
tes aspectos: el reconocimiento oficial del asen-
tamiento, la aprobación de los planos de loteo 
correspondientes, la reglamentación urbanística, 
las acciones de mejoramiento barrial, la iden-
tificación de áreas potenciales para la reubica-
ción de viviendas, la información sobre el trámite 
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posterior para el reconocimiento de la existen-
cia de edificaciones y el estudio urbanístico final. 
Las legalizaciones urbanísticas de asentamientos 
no reconocen derechos de propiedad a los po-
seedores, ni significan la titulación de predios, 
además de que son improcedentes en suelos de 
protección. En todo caso, el acto administrativo 
de legalización hace las veces de licencia de ur-
banización, y si es el caso, implica la incorpora-
ción al perímetro urbano del asentamiento ilegal. 

El Decreto 1077 contempla un esquema diferen-
cial en la prestación de servicios de acueducto, 
alcantarillado o aseo en el suelo urbano frente al 
rural. En el suelo urbano, este esquema aplica a 
espacios que tienen un mejoramiento integral 
en los planes de ordenamiento territorial o que 
hayan sido objeto de legalización urbanística, y 
donde no se pueden alcanzar los estándares de 
eficiencia, cobertura o calidad en la prestación 
de estos servicios. Estos esquemas se formalizan 
a través de un convenio suscrito entre la persona 
prestadora del servicio y la entidad territorial, en 
el cual se establecen las obligaciones de las partes. 
Además, la persona prestadora del servicio debe 
elaborar un plan de gestión que establezca el plan 
de obra y las inversiones, así como el plan de ase-
guramiento de la prestación de servicios públicos. 
La Ley 812 de 2003 estableció la prohibición de 
invertir recursos públicos y suministrar servicios 
públicos en asentamientos originados en invasio-
nes o loteos ilegales. No obstante, esta norma fue 
declarada inconstitucional por la Corte Consti-
tucional en sentencia C-1189 de 2008. El alto 
tribunal argumentó que esta prohibición limita 
la construcción de obras para enfrentar riesgos 
como derrumbes o inundaciones en los asenta-
mientos, y a su vez, que no se puede excluir el 
acceso a los servicios públicos a poblaciones en 
condiciones de pobreza y marginalidad.

La interpretación de la categoría de ilegalidad por 
los funcionarios de la Alcaldía de Neiva guarda 
coherencia con lo establecido en la normatividad 
urbanística. Básicamente, se define la ilegalidad 

desde el incumplimiento de la normatividad, y 
en instrumentos concretos como el Plan de Or-
denamiento Territorial, las licencias urbanísticas 
y los títulos de propiedad de los terrenos.

La desigualdad en el acceso de derechos para los 
espacios urbanos ilegales se materializa en las res-
tricciones de acceso a subsidios de vivienda, li-
cencias urbanísticas y servicios de acueducto, 
alcantarillado o aseo, e inclusive en la posibili-
dad de desalojos y reubicaciones por la ilegali-
dad del espacio, así como en el incumplimiento 
de normas o instrumentos como el Plan de Or-
denamiento Territorial y los títulos de propiedad 
de los terrenos. Estas limitaciones obligan a los 
espacios urbanos ilegales a sujetarse a un proceso 
de legalización urbanística, como única condi-
ción para acceder a los bienes y servicios públi-
cos que ofrece la ciudad. Por otra parte, el mismo 
proceso de legalización es limitado debido a que 
no puede desarrollarse en suelos de protección, 
y tampoco resuelve los derechos de propiedad y 
titulación de predios. Aunado a lo anterior, los 
programas de mejoramiento barrial están condi-
cionados a la culminación de los procesos de le-
galización urbanística.

La categoría de ilegalidad desde  
las percepciones de los habitantes 

Tanto en el barrio José Eustasio Rivera como en 
el asentamiento Bajo Tenerife se identificaron 
tres aspectos en los que se comprende la condi-
ción de ilegalidad del asentamiento. Primero, se 
reconoce una categoría predominantemente vin-
culada al acceso a los servicios públicos; por otra 
parte, una segunda categoría aparece orientada 
al incumplimiento del derecho a la propiedad; y 
finalmente, se identifica un tercer aspecto con-
cerniente a las restricciones de la urbanización. 

El pago de las tarifas de servicios públicos como 
agua potable, alcantarillado y energía eléctrica, 
en contraste con las conexiones fraudulentas a es-
tos servicios, marca una frontera en las categorías 
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de ilegalidad en los dos espacios urbanos. En el 
marco de la normatividad de vivienda y ordena-
miento territorial, el acceso a los servicios pú-
blicos está prohibido para los espacios urbanos 
ilegales, y este contexto de la norma jurídica se 
refleja en la cotidianidad de los habitantes del ba-
rrio José Eustasio Rivera, donde el parámetro de 
ilegalidad en el espacio urbano está dado por el 
acceso y pago de los servicios públicos. 

La categoría de ilegalidad en el acceso a los ser-
vicios públicos también puede estar fundamen-
tada en un criterio de rechazo de los habitantes 
del barrio José Eustasio Rivera a un “privilegio” 
injustificado de los habitantes del asentamiento 
Bajo Tenerife, por acceder a estos servicios pú-
blicos de manera gratuita. En el imaginario de 
lo ilegal, el vínculo con la inseguridad ciudadana 
y con el fenómeno de hurto puede ser un punto 
de partida para aclarar la ilegalidad orientada al 
acceso a los servicios públicos. La explicación de 
una categoría de ilegalidad que condena el acceso 
fraudulento a los servicios públicos puede fun-
damentarse en la equiparación de este fenómeno 
de inseguridad, en relación con las característi-
cas de la ocupación en asentamientos ilegales. La 
diferencia es que el otro (el habitante del asen-
tamiento) roba, no que el otro no tiene acceso a 
los servicios públicos. Es decir, la condición de 
ilegalidad se convierte en una forma de juzgar al 
otro, y no de juzgar al Estado.

La ilegalidad como disponibilidad de acceso a 
los servicios públicos fue más visible en el ba-
rrio José Eustasio Rivera, mientras que la cate-
goría de ilegalidad orientada al incumplimiento 
del derecho a la propiedad se identificó más en 
el asentamiento Bajo Tenerife. Los habitantes de 
este asentamiento detallaban su ocupación en un 
predio de propiedad privada o resaltaban la ca-
rencia de un documento formal de propiedad. 
Bajo Tenerife ocupa la ronda hídrica del río, lo 
cual limita la posibilidad de adelantar procesos de 
legalización urbanística en los términos del De-
creto 1203 de 2017. El derecho a la propiedad, 

en este caso propiedad pública en suelo de pro-
tección, genera una tensión con los intereses del 
Estado respecto de conservación de las fuentes 
hídricas, pero, por otra parte, está la obligación 
del mismo de generar condiciones de vivienda 
digna y servicios públicos a los ciudadanos. 

El incumplimiento del derecho a la propiedad 
es justificado por los habitantes de Bajo Tenerife 
en razón a las condiciones de precariedad labo-
ral, desplazamiento forzado o abandono estatal. 
La ilegalidad de la ocupación de los habitantes 
del asentamiento es secundaria, en contraste con 
una amplia omisión del Estado en la adopción 
de políticas sociales que enfrenten la ilegalidad 
de producción del espacio urbano, no como una 
causa, sino como consecuencia de una institucio-
nalidad insuficiente en sus actuaciones adminis-
trativas y políticas para atender a la población de 
los asentamientos ilegales.

La ilegalidad concerniente a las restricciones a la 
urbanización se identificó en este asentamiento, 
y términos como espacio público y alto riesgo 
emergieron en la categoría de ilegalidad de esta 
población. Es decir, la cercanía con el río, en el 
cual históricamente se han presentado inundacio-
nes, situaciones de inminentes desalojos y reubi-
caciones, además del mismo avance del proyecto 
del Parque Ronda Río Las Ceibas, han generado 
que la gente se apropie de conceptos técnicos que 
definirían su ocupación como ilegal. 

La apropiación de estos términos técnicos que 
corresponden a una clasificación del suelo ur-
bano por parte de la población de Bajo Tenerife 
puede estar asociada a las múltiples actividades 
institucionales desarrolladas en el espacio urbano 
con diferentes propósitos. La caracterización de 
esta población hecha por la Alcaldía de Neiva en 
el marco de la política pública de asentamien-
tos informales (Acuerdo 028 de 2016), la socia-
lización del proyecto del Parque Ronda Río Las 
Ceibas, los censos poblaciones en programas de 
lucha contra la pobreza o acompañamiento de 
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población desplazada, y la caracterización como 
consecuencia de las crecientes del río, son algu-
nos de los programas que pudieron influir en 
esta apropiación de los términos de espacio pú-
blico y alto riesgo en la categoría de ilegalidad. 
Es decir, los programas institucionales, por una 
parte, determinan la vulnerabilidad de la pobla-
ción, pero por otro, alertan de la ilegalidad de 
los espacios urbanos.

Las categorías de ilegalidad en el barrio José Eus-
tasio Rivera y en el asentamiento Bajo Tenerife 
parten del fenómeno de las carencias en los es-
pacios urbanos. Las limitaciones en el acceso a 
los servicios públicos, a la propiedad de los in-
muebles y al suelo urbano, se constituyen en los 
puntos de partida para definir la ilegalidad en la 
producción del espacio urbano. Frente a los servi-
cios públicos, los habitantes del barrio reprochan 
el acceso fraudulento o gratuito de estos servi-
cios por parte de los habitantes del asentamiento, 
mientras que la ilegalidad en la producción del 
espacio como incumplimiento del derecho a la 
propiedad y las restricciones a la urbanización 
fueron visibles en el asentamiento Bajo Tenerife.

Espacios de representación: transformación 
de las percepciones y emociones sobre el 
río Las Ceibas derivadas de la condición de 
legalidad o ilegalidad

Los espacios de representación albergan los sig-
nificados que los habitantes otorgan a los ele-
mentos naturales o artificiales. En la realización 
de las entrevistas, el río Las Ceibas generaba un 
marco sensorial en el trabajo de campo, y conju-
gaba las historias, recuerdos y aspiraciones de los 
habitantes. El río es el paisaje natural y el espacio 
de representación compartido para el barrio José 
Eustasio Rivera y el asentamiento Bajo Tenerife, 
como sujeto natural de percepciones, símbolos y 
emociones en la producción del espacio urbano 
en este fragmento de la ciudad de Neiva. 

En los inicios de su ocupación, el barrio José 
Eustasio Rivera tenía unas prácticas espacia-
les sumamente fuertes con el río, las cuales se 
han transformado con el transcurso del tiempo. 
Cuando no existía una prestación regular de ser-
vicios públicos domiciliarios, los habitantes del 
barrio lavaban su ropa y se bañaban en el río, ob-
tenían el agua de pilas públicas y utilizaban le-
trinas en sus lotes. Las prácticas recreativas y de 
uso doméstico del río se han transformado de-
bido a la contaminación de este y a la prestación 
regular de servicios públicos. El río ha perdido 
así relevancia en sus prácticas de subsistencia y 
recreación, en contraste con la utilidad ofrecida 
años atrás.

En el barrio José Eustasio Rivera se conjugan 
historias que relatan las múltiples crecientes e 
inundaciones provocadas por el río, el cual en 
su momento generó un espacio de recreación y 
encuentro, no solo para sus habitantes aledaños, 
sino para toda la ciudad, aunque con el paso del 
tiempo y el aumento de la contaminación se ha 
convertido en un sujeto lejano y que genera una 
sensación de temor a los habitantes del barrio. 
Si bien no se han presentado sucesos recientes de 
inundaciones, persiste el miedo a nuevos episo-
dios, por los antecedentes en el espacio. 

La situación de temor frente a eventuales cre-
cientes del río genera que los habitantes del ba-
rrio José Eustasio Rivera apoyen el desarrollo del 
proyecto del Parque Ronda Río Las Ceibas, como 
iniciativa que permitiría reducir el riesgo de nue-
vas inundaciones. El apoyo al proyecto de canali-
zación del río es importante en la medida en que 
puede reducir el riesgo por inundaciones. A pesar 
de existir referentes previos, como la canalización 
de la quebrada La Toma en la ciudad de Neiva, 
la cual generó un entorno de ciclovías, senderos 
peatonales, usos comerciales y de vivienda, el in-
terés genuino de la población del José Eustasio 
Rivera se orienta primordialmente a enfrentar el 
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riesgo por inundaciones, por lo que un proyecto 
de esa única naturaleza acabaría con la escasa re-
lación que tiene la población actual con el río. 

La población del asentamiento Bajo Tenerife 
comparte el temor respecto a las crecientes del 
río, pero su opinión frente al proyecto Parque 
Ronda Río Las Ceibas difiere sustancialmente de 
la de sus vecinos del barrio. Además del temor 
por las posibles crecientes, el hecho de ocupar la 
ronda hídrica del río los coloca en un escenario 
de miedo ante eventuales reubicaciones o des-
alojos por la infraestructura del proyecto. Las 
características de ilegalidad en la producción del 
espacio en el asentamiento ponen a su población 
en un escenario crítico, dado que la culminación 
de las obras de canalización y la imposibilidad 
de acceder a un proceso de legalización urbanís-
tica generan más incertidumbre que certezas, en 
la medida en que las alternativas más inmediatas 
serían los desalojos o las reubicaciones. 

Según Capasso (2017), los espacios de represen-
tación albergan la dimensión simbólica del es-
pacio, las imágenes e imaginarios. En los dos 
espacios urbanos, el río es un referente simbólico 
que refleja recuerdos por sus utilidades vitales o 
recreativas, miedos por el riesgo ante posibles de 
inundaciones, y expectativas e incertidumbres 
sobre el desarrollo de los proyectos de infraes-
tructura que buscan intervenirlo. En el barrio 
José Eustasio Rivera, el apoyo al proyecto Parque 
Ronda Río Las Ceibas se basa en el miedo ante 
las inundaciones y la necesidad de la canalización 
del río, mientras que, en el asentamiento Bajo 
Tenerife, el miedo se fundamenta en el propio 
avance del proyecto de infraestructura, debido a 
que este implicaría futuros desalojos y reubica-
ciones para la población. Los proyectos de ca-
nalización de los ríos deben buscar, además de 
reducir el riesgo de inundaciones, una serie de 
equipamientos, servicios y proyectos habitacio-
nales que permitan una reapropiación del río por 
los habitantes y que a su vez se evite la expulsión 

de la población residente por iniciativas como la 
reubicación. 

Ilegalidad, prácticas espaciales y 
configuración de las desigualdades

En los dos espacios urbanos se genera un acceso 
diferencial a los servicios públicos domiciliarios, 
pues mientras en el barrio José Eustasio Rivera 
se presenta un acceso regular a servicios públi-
cos esenciales como agua potable, alcantarillado, 
energía eléctrica y gas domiciliario, en el asenta-
miento Bajo Tenerife el acceso a estos servicios 
se basa en conexiones fraudulentas o alternati-
vas precarias como: los fogones de leña o la dis-
posición de aguas residuales directamente en el 
río Las Ceibas. Por otra parte, servicios públicos 
domiciliarios no esenciales como internet o tele-
visión vienen dados por tarifas que se pagan con 
normalidad en los dos espacios. 

El asentamiento Bajo Tenerife constituye un pai-
saje similar al que en sus inicios de ocupación 
vivió el barrio José Eustasio Rivera, el cual ini-
ció con alternativas precarias para acceder a los 
servicios públicos esenciales, siendo el río un eje 
fundamental mientras se surtía la legalización 
urbanística y la provisión formal de estos servi-
cios. Por otra parte, el asentamiento Bajo Tene-
rife avanza en un acceso alternativo a los servicios 
públicos domiciliaros, pero a diferencia de los 
inicios del barrio José Eustasio Rivera, este ac-
cede fraudulentamente a un contexto urbano 
más amplio en la oferta de los servicios públi-
cos en la ciudad. 

Existe una clara semejanza en los dos paisajes 
urbanos, desde un enfoque de carencia de espa-
cios públicos y equipamientos urbanos. Tanto en 
el barrio como en el asentamiento no se iden-
tificaron parques, zonas verdes o equipamien-
tos como centros de salud, espacios culturales 
o establecimientos educativos. Precisamente, 
esto genera que los lugares de encuentro de las 
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comunidades sean fundamentalmente la calle o 
viviendas adecuadas para ciertas actividades cul-
turales o artísticas. 

El fenómeno de la invasión, como proceso de 
producción del espacio tanto en el barrio José 
Eustasio Rivera como en el asentamiento Bajo 
Tenerife, ha generado que los espacios urbanos 
no sean planificados y, por lo tanto, carezcan de 
espacios públicos y equipamientos urbanos. Es 
decir, la ausencia de planificación urbana en am-
bos lugares ha generado un paisaje similar en las 
prácticas de encuentro y cotidianidad de los ha-
bitantes. En términos concretos, se utilizan las 
calles como lugares de juego, con todas las limi-
taciones y peligros de esta práctica. Como conse-
cuencia, los habitantes de ambos espacios acuden 
a otros barrios para realizar sus actividades depor-
tivas y de recreación, concretamente en escenarios 
como el parque Leesburg, ubicado en el barrio 
Quirinal, y el parque del barrio Campo Núñez. 

La práctica espacial es comprendida como la di-
mensión material del espacio, en donde se desa-
rrollan las competencias del ser humano como 
ser social (Capasso, 2017), lo que “incluye la 
producción material de las necesidades de la vida 
cotidiana (casas, ciudades, carreteras) y el cono-
cimiento acumulado por el que las sociedades 
transforman el ambiente construido” (Baringo, 
2013, p. 124), al igual que el modo de usar, ocu-
par, organizar controlar y simbolizar el espacio. 
Dos prácticas espaciales resultan relevantes para 
esta investigación: por una parte, la asociada al 
acceso diferencial a los servicios públicos domi-
ciliarios, y por otra, las prácticas de encuentro 
y recreación. En el primer aspecto, el acceso a 
los servicios públicos domiciliarios en el asenta-
miento Bajo Tenerife configura un paisaje que 
desafía el concepto legal de prestación de servi-
cios públicos en espacios ilegales, dado que se 
accede a estos servicios gratuitamente, o con al-
ternativas precarias para producir el alimento y 
expulsar las aguas residuales. En los escenarios 

de encuentro y recreación, las prácticas son li-
mitadas a lugares como la calle, o en escenarios 
por fuera de los espacios propios, lo que genera 
una dinámica débil de apropiación comunita-
ria del paisaje tanto para el barrio como para el 
asentamiento, en la medida en que estas prácti-
cas surgen por una carencia de espacios públicos, 
zonas verdes y equipamientos urbanos en los es-
pacios urbanos.

Conclusiones

La ilegalidad como concepto jurídico creado en 
el marco de la planificación urbana tiene unas 
consecuencias concretas en los espacios urbanos, 
que profundizan las desigualdades en las ciuda-
des, dado que los subsidios de vivienda, las li-
cencias urbanísticas, los servicios de acueducto, 
alcantarillado o aseo están prohibidos para los 
espacios urbanos ilegales. Precisamente, la ilega-
lidad para los habitantes de los dos espacios ur-
banos estudiados es comprendida desde el acceso 
diferenciado a los servicios públicos, el incum-
plimiento del derecho de la propiedad y las res-
tricciones al suelo urbano (alto riesgo y espacio 
público). Sin embargo, los pobladores del asen-
tamiento Bajo Tenerife justificaban su produc-
ción ilegal del espacio a partir de nociones como 
el abandono estatal, la precariedad laboral o el 
desplazamiento forzado. 

Los espacios urbanos pueden compartir carencias 
significativas que sobrepasan la dicotomía de lo 
legal o lo ilegal. Aunque el barrio José Eustasio 
Rivera y el asentamiento Bajo Tenerife son espa-
cios diferentes desde el paradigma de la legali-
dad, comparten sus orígenes en el fenómeno de 
la invasión, lo que permite también compartir 
un paisaje de privaciones de espacios públicos, 
zonas verdes y equipamientos urbanos, debido a 
que son lugares no planificados. Por otra parte, 
el río Las Ceibas constituye un paisaje que aglu-
tina historias, recuerdos y aspiraciones de los ha-
bitantes tanto del barrio como del asentamiento. 
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Los habitantes de ambos lugares coinciden en 
el miedo frente a las crecientes del río, si bien 
esa similitud cambia cuando un proyecto de ca-
nalización avanza en sus espacios, debido a que 
para el barrio legal este proyecto representa una 
reducción del riesgo, mientras que para el asen-
tamiento ilegal representa eventuales desalojos 
y reubicaciones. Por lo tanto, operan desigual-
dades estructurales en los espacios urbanos, más 
que por las categorías de barrio o asentamiento, 
por las de origen popular de las ocupaciones y las 
condiciones socioeconómicas de los habitantes. 

La categoría de ilegalidad en un espacio urbano 
tiene como consecuencia dificultades en el reco-
nocimiento de subsidios de vivienda, el acceso a 
los servicios públicos y la disponibilidad de equi-
pamientos y espacios públicos. Esta condición de 
ilegalidad genera desigualdad en el acceso a dere-
chos sociales, así como limitaciones en el acceso 
al suelo urbano y a vivienda en el mercado for-
mal para los habitantes de estos espacios urbanos. 

La ilegalidad involucra desde una perspectiva am-
plia a dos sujetos: al Estado que omite el cumpli-
miento de su responsabilidad con los ciudadanos, 
y a los ciudadanos que ingresan a esta situación 
de ilegalidad en la producción de espacio ur-
bano como consecuencia de una práctica omi-
siva del Estado. Este se ampara en el paradigma 
de la ilegalidad urbana para omitir sus actuacio-
nes administrativas en los espacios ilegales, y esta 
omisión constituye una significativa marginación 
política y social para los habitantes de estos espa-
cios, mientras que los habitantes, conscientes de 
su condición de ilegalidad, la atribuyen en parte 
al abandono estatal.

Las políticas públicas en espacios urbanos y los 
procesos de planificación urbana deben superar 
la dicotomía de legalidad o ilegalidad, y generar 
en todos los espacios un acceso de derechos, ser-
vicios y equipamientos que permitan reducir la 
desigualdad. Como tal, la producción de espacios 

urbanos ilegales no puede significar la exclusión 
de los ciudadanos de actuaciones administrati-
vas del Estado en torno al mejoramiento de la 
calidad de vida.
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